
Desde el fin de la Guerra Fría, el mundo se acostumbró a una estructura unipolar donde 

Estados Unidos ejercía como la potencia indiscutible a nivel global. Sin embargo, en las 

últimas décadas, esa supremacía se ha venido agrietando de manera paulatina. Los 

síntomas de este desgaste son visibles en múltiples frentes: 

• Económico: El ascenso incontestable de China y la consolidación del bloque de los 

BRICS, que desafían el monopolio del dólar y de las instituciones financieras 

occidentales. 

• Geopolítico: La pérdida de control y de capacidad de disuasión en escenarios clave 

como Oriente Medio, Asia Central y Europa del Este, donde otras potencias 

regionales desafían abiertamente las directrices de Washington. 

• Social e interno: Una polarización extrema dentro del propio país, crisis de 

confianza institucional y fracturas sociales que erosionan su imagen de estabilidad. 

En este contexto, el evidente retroceso del sistema democrático en el mundo —una 

realidad constatada por diversos índices internacionales— no es un fenómeno aislado. 

Es, de hecho, un síntoma directo y una consecuencia del debilitamiento del poder 

imperial que antes lo sostenía o instrumentalizaba. 

Para entender por qué el declive de Washington arrastra consigo a la democracia global, 

es necesario desmontar un mito: la idea de que la política exterior estadounidense ha 

sido siempre un proyecto altruista de difusión de la libertad. 

La historia de los últimos 250 años muestra una oscilación constante entre ideales 

progresistas y prácticas depredadoras, dictadas siempre por la conveniencia económica y 

el dominio geopolítico. 

Los ideales fundacionales de los Estados Unidos poseían un profundo carácter rupturista 

y progresista al confrontar al poder colonial británico, sirviendo incluso de inspiración 

para la Revolución Francesa. Sin embargo, esa misma nación naciente aplicó sobre la 

población autóctona e indígena de su territorio la misma lógica depredadora y de 

exterminio que había iniciado el colonialismo inglés. 

Esta dualidad se repitió a lo largo del siglo pasado según las contingencias del poder: 



• El rol progresista: EE. UU. apoyó en su día la independencia de los países 

iberoamericanos frente a las coronas europeas y fue una pieza indispensable en la 

derrota de los fascismos en la Segunda Guerra Mundial. 

• El rol retrógrado: Durante la Guerra Fría, la prioridad absoluta fue contener el 

comunismo. Esto llevó a Washington a financiar y proteger activamente a 

dictaduras militares en América Latina (mediante la doctrina de la Seguridad 

Nacional) y a sostener relaciones pragmáticas con regímenes como el de Francisco 

Franco en España. 

La causa de estas contradicciones es clara: la potencia obraba según sus intereses de 

seguridad y beneficio económico. Si para frenar a un rival progresista o de izquierdas 

hacía falta apoyar a un dictador reaccionario, se hacía. La bandera de la democracia sólo 

se ondeaba cuando coincidía con el interés geopolítico del momento. 

Cuando el poder de una potencia imperial entra en una fase de declive, sus estrategias de 

supervivencia cambian. Ya no se busca expandir un modelo, sino atrincherar los 

recursos que quedan. 

El lema America First (América primero), popularizado en los últimos años, no es en 

realidad una anomalía histórica, sino la explicitación de la línea política que ha guiado a la 

nación desde su nacimiento. Ante la pérdida de competitividad global y la emergencia de un 

mundo multipolar, la potencia adopta una postura más agresiva, defensiva y unilateral. 

Al debilitarse el faro que —siquiera por interés— promocionaba el orden liberal, los 

autoritarismos ganan terreno en todo el planeta. Si EE. UU. ya no puede o no quiere financiar, 

presionar o sostener los marcos democráticos globales porque debe centrarse exclusivamente 

en su propio provecho inmediato, el tejido democrático mundial se desgarra. El retroceso 

democrático actual es la constatación de que el viejo orden ya no se sostiene. 

La gran enseñanza que podemos extraer de este proceso histórico es de carácter ético y 

universal, aplicable tanto a la alta política como a los actos humanos en general: la 

motivación detrás de las acciones determina su durabilidad. 

Cuando la política de un gobierno o las acciones de una sociedad se basan 

exclusivamente en el provecho propio, egoísta y cortoplacista, se siembra la raíz de 

todos los males, de todos los conflictos y de las guerras. 

Construir un orden internacional (o una convivencia social) sobre la base del beneficio 

exclusivo del más fuerte es construir sobre arena. Tarde o temprano, cuando las 

condiciones materiales cambian, esa estructura se desmorona de forma violenta, que es 

precisamente lo que presenciamos hoy con la agresividad defensiva de una potencia en declive. 

Los valores de la democracia auténtica y de los derechos humanos no deben ser 

herramientas de propaganda geopolítica ni favores dependientes de la hegemonía de un 

imperio. Deben ser la roca firme sobre la que se construya la convivencia humana. Para 

afrontar el convulso período de transición actual, la lección es clara: la única respuesta 

sostenible frente a la agresividad de los viejos poderes no es replicar su egoísmo, sino 

articular un multilateralismo real basado en el respeto mutuo, la soberanía de los pueblos 

y la dignidad humana. Sólo así la convivencia será firme, justa y duradera. 



Cuando el papa Francisco afirmó que «el camino de la sinodalidad es el camino que Dios 
espera de la Iglesia del tercer milenio» recuperó la intuición central de Lumen Gentium, 
según la cual la Iglesia es, antes que una estructura jerárquica, el Pueblo de Dios, una 
comunidad de bautizados y bautizadas en la que todas las personas participan, desde la 
diversidad de ministerios y carismas, en la única misión de Cristo. León XIV constituye 
la continuidad natural del pontificado de Francisco, al reafirmar la sinodalidad. 

En este sentido, el resultado del impulso por la sinodalidad es esperanzador, y 
también paradójico. Nunca se había hablado tanto de escucha, discernimiento y 
corresponsabilidad. A la vez que nunca se había hecho tan evidente la distancia 
entre ese nuevo lenguaje y las estructuras autoritarias de gobierno de la Iglesia. 

Los logros de Francisco 

Sería injusto minusvalorar el alcance del cambio impulsado por Francisco. 

En primer lugar, desplazó el centro de gravedad de la eclesiología desde una Iglesia 
definida prioritariamente por la autoridad hacia una Iglesia definida por el Pueblo 
de Dios, recuperando una de las intuiciones fundamentales del Vaticano II. 

En segundo lugar, convirtió la escucha en una auténtica categoría teológica. El 
Sínodo dejó de ser una reunión reservada a los obispos para transformarse en un proceso 
de consulta que implicó a parroquias, diócesis, movimientos, religiosos y religiosas, así 
como laicas y laicos de todo el mundo. 

En tercer lugar, otorgó voz —aunque todavía limitada— a mujeres y laicos en la 
Asamblea Sinodal, rompiendo una dinámica secular que reservaba esos espacios casi 
exclusivamente al clero. 

El Documento Final del Sínodo pasó a formar parte del magisterio ordinario mediante su 
aprobación pontificia, subrayando que el discernimiento comunitario constituye una 
dimensión constitutiva de la vida de la Iglesia. 

Todo ello representa un cambio histórico que nadie puede negar. 

León XIV: continuidad sin ruptura 

Quienes esperaban una ralentización del proceso sinodal tras la muerte de Francisco se 
equivocaron. León XIV ha insistido en que la sinodalidad constituye una nueva 
etapa en la recepción del Concilio Vaticano II. 



Sus intervenciones han insistido en la escucha, la corresponsabilidad y la necesidad de 
una Iglesia capaz de caminar unida en un mundo profundamente polarizado. Asimismo, 
ha confirmado la fase de aplicación del Sínodo hasta 2028.Existe, por tanto, una 
evidente continuidad. 

El límite fundamental: la sinodalidad no modifica la estructura de poder 

La Iglesia habla hoy mucho más de participación, si bien, apenas se ha modificado 
el sistema real de ejercicio del poder en la Iglesia. Las consultas sinodales no son 
vinculantes. Los consejos pastorales continúan siendo consultivos. Los obispos siguen 
siendo nombrados exclusivamente desde Roma. El Papa mantiene íntegramente el poder 
legislativo, ejecutivo y judicial. 

Las y los fieles continúan sin participar en la elección de sus pastores ni disponen 
de mecanismos efectivos de corresponsabilidad en el gobierno de la Iglesia. En otras 
palabras, la estructura de gobierno permanece esencialmente monárquica. 

Diversos teólogos han advertido este límite. Rafael Luciani, por ejemplo, sostiene que 
el desafío de la sinodalidad no consiste únicamente en escuchar más, sino en 
construir nuevas formas de corresponsabilidad institucional. 

Pueblo de Dios o clericalismo 

El verdadero criterio para evaluar la sinodalidad no debería ser el número de 
consultas realizadas, sino la capacidad de reducir el clericalismo. Y precisamente 
aquí los avances resultan muy modestos. 

Francisco denunció el clericalismo con una contundencia desconocida en el magisterio 
reciente, calificándolo como una de las principales patologías de la Iglesia. Más allá de 
sus palabras, las estructuras que lo generan apenas han cambiado. La autoridad 
continúa identificándose casi exclusivamente con el ministerio ordenado. Los 
organismos de participación carecen de capacidad deliberativa. 

La igualdad bautismal proclamada por el Vaticano II sigue encontrando un límite 
cuando se trata del ejercicio efectivo del poder. Así, una eclesiología del Pueblo de 
Dios convive todavía con un sistema de gobierno donde el Pueblo de Dios apenas 
participa en las decisiones que afectan a su propia vida. 

Una Iglesia más democrática es más evangélica 

Las primeras comunidades cristianas practicaron formas de gobierno y 
discernimiento comunitario mucho más participativas que las desarrolladas 
posteriormente. San Cipriano de Cartago resumía ese modo de proceder con una 
expresión que conserva toda su fuerza eclesiológica: nihil sine consilio vestro et sine 
consensu plebis ("nada debe hacerse sin vuestro consejo y sin el consentimiento del 
pueblo").  Así, durante siglos, los obispos fueron elegidos con una participación mucho 
mayor del clero y del pueblo de las Iglesias locales. 

Hablar de democracia en la iglesia no es proponer someter la verdad del Evangelio a votación. 
Esa es una caricatura con la que se intenta evitar el debate sobre lo absurdo y antievangélico 
que resulta hoy un gobierno eclesial estructurado como una monarquía absoluta. 



Hablar de una iglesia democrática es proponer que las decisiones pastorales, la 
elección de responsables, la administración de los bienes, la transparencia o la 
rendición de cuentas cuente con una participación efectiva del Pueblo de Dios. 

El riesgo del “gatopardismo” eclesial 

Existe un riesgo que no se debería ignorar: que la sinodalidad termine 
convirtiéndose en un ejercicio de gatopardismo, aquella célebre intuición de Giuseppe 
Tomasi di Lampedusa en El Gatopardo: «Si queremos que todo siga como está, es 
necesario que todo cambie». 

Se ha cambiado el lenguaje, sí. El verdadero interrogante es si ese nuevo vocabulario irá 
acompañado de una redistribución efectiva de la autoridad. Porque, si los procesos 
participativos concluyen siempre en decisiones reservadas a los mismos órganos; si los 
consejos siguen siendo únicamente consultivos; si el nombramiento de los obispos 
continúa siendo ajeno a las Iglesias locales; y si el gobierno efectivo permanece 
concentrado en un modelo de gobierno exclusivamente clerical y masculino, la 
sinodalidad corre el riesgo de convertirse en un cambio de método o lenguaje sin 
un cambio real de las estructuras de poder. 

El siguiente paso 

Francisco abrió una puerta que permanecía cerrada desde hacía décadas. León XIV ha 
decidido mantenerla abierta. Ese compromiso merece ser reconocido y puede marcar 
una nueva etapa en la recepción del Concilio Vaticano II. 

La verdadera credibilidad de la sinodalidad dependerá de un paso que todavía está por 
dar: pasar de una cultura de la consulta a una auténtica cultura democrática de la 
corresponsabilidad. 

El Pueblo de Dios no necesita únicamente ser escuchado. Necesita ser reconocido 
como sujeto corresponsable del discernimiento, de las decisiones pastorales y del 
gobierno de la comunidad eclesial, conforme a la igual dignidad bautismal proclamada 
por el Concilio Vaticano II. 

La verdadera prueba de la sinodalidad no será el número de procesos participativos celebrados 
ni la amplitud de las consultas realizadas. Será comprobar si la autoridad se ejerce de 
manera más compartida y con más garantías, más transparente y más corresponsable. 

Mientras eso no ocurra, la sinodalidad seguirá siendo una promesa más que una 
transformación consumada. Y el riesgo será que la Iglesia acabe confirmando, sin 
pretenderlo, la vieja intuición de Lampedusa: cambiar muchas cosas para que, en el 
fondo, el poder continúe donde siempre ha estado. 

Si la Iglesia quiere presentarse creíblemente como Pueblo de Dios, deberá 
encontrar formas de gobierno en las que ese Pueblo no sea únicamente consultado, 
sino que participe de manera efectiva en el discernimiento y en aquellas decisiones 
que afectan a la organización, la misión y la vida de la comunidad eclesial. 

Solo entonces podrá afirmarse que la gran intuición conciliar ha comenzado 
verdaderamente a transformar el ejercicio de la autoridad y que la sinodalidad ha dejado 
de ser un lenguaje para convertirse en una nueva forma de ser Iglesia. 



Cuando el insulto sustituye al diálogo: Manifiesto de Redes Cristianas ante las declaraciones 
del presidente de la Conferencia Episcopal Española 

Las recientes declaraciones del presidente de la Conferencia Episcopal Española, calificando al 
Gobierno de España como una «banda de ladrones», nos producen un profundo escándalo y una 
honda preocupación. No porque la Iglesia deba renunciar a expresar su opinión sobre la vida pública, 
sino porque el insulto nunca puede sustituir al discernimiento ni al diálogo. 

Las relaciones entre las instituciones en una sociedad democrática deben construirse siempre desde el respeto. 
Quien preside la Conferencia Episcopal no habla solo en nombre propio: representa públicamente a 
una Iglesia llamada a ser fermento y lugar de fraternidad y reconciliación, no de polarización. 

Nos duele que una parte de la jerarquía española, designada mediante procedimientos ajenos a toda participa-
ción democrática del Pueblo de Dios, aparezca con demasiada frecuencia alineada con los sectores más 
reaccionarios de la sociedad, cuestionando avances democráticos y alimentando la confrontación política. 

La autoridad moral exige también coherencia. Mientras se lanzan graves acusaciones contra las 
instituciones democráticas, la Iglesia católica española sigue disfrutando de importantes privilegios 
históricos que contradicen el principio de igualdad. Entre ellos, el escándalo de las inmatriculaciones 
de miles de bienes al amparo de una legislación heredada del franquismo, que otorgó a los obispos 
prerrogativas excepcionales de las que ningún otro ciudadano o institución disponía. Quien reclama 
ejemplaridad debería empezar por revisar sus propios privilegios. 

Conviene recordar, además, el contexto en el que monseñor Argüello pronunció esas 
descalificaciones. Lo hizo a propósito de la prohibición de las llamadas terapias de conversión 
dirigidas a personas homosexuales. Una vez más, asistimos a la posición de un sector de la 
jerarquía católica que desoye el consenso científico —expresado, entre otros documentos, en la 
declaración de la Asociación Mundial de Psiquiatría de 2016— y mantiene planteamientos que 
suponen una grave discriminación hacia las personas LGTBQ. Ese contexto hace aún más 
preocupante el tono empleado y la descalificación de las instituciones democráticas. 

Sin embargo, no confundimos la jerarquía con la Iglesia. La Iglesia son principalmente miles de 
comunidades, religiosas y religiosos, sacerdotes y laicos que viven el Evangelio desde el servicio a 
las personas empobrecidas, migrantes, enfermas y excluidas. Esa Iglesia humilde y servidora merece 
más respeto por parte de sus jerarcas y nuestro reconocimiento y nuestra esperanza. 

El Evangelio nunca exige privilegios ni poder. Jesús de Nazaret no los exigió para imponer su verdad 
ni buscó el respaldo de los poderosos. Su autoridad nacía de la misericordia, la justicia y el servicio. 

Por eso hacemos nuestra la llamada del papa León XIV a «desarmar las palabras». Pero también 
creemos necesario desarmar los privilegios, renunciar a toda pretensión de superioridad moral y 
volver al Evangelio desnudo de poder. 

Desde Redes Cristianas pedimos a la Conferencia Episcopal que abandone el lenguaje de la 
confrontación y recupere la palabra humilde que escucha, dialoga y construye humanidad. Solo así la 
Iglesia podrá ser una buena noticia para nuestro tiempo. 



Cuando la Iglesia católica convoca grandes procesos de reflexión sobre sí misma 

—como el Concilio Vaticano II o el actual Sínodo de la Sinodalidad— reconoce 
implícitamente que existen problemas que requieren revisión. Sin embargo, 

comprender por qué las reformas avanzan con tanta lentitud exige mirar más allá 
de las declaraciones oficiales y analizar los engranajes internos de una institución 
con casi dos mil años de historia. 

A lo largo de los siglos, la Iglesia ha construido una organización extraordinariamente 

sólida, capaz de influir en la mentalidad de millones de personas. Mediante la 
enseñanza, la liturgia, la catequesis y la vida sacramental, transmite una visión sutil 
del mundo y de la relación entre Dios, la autoridad y la conciencia individual. 

Pero este proceso produce un efecto que a menudo pasa desapercibido: los mismos 

mecanismos que moldean la mentalidad de los fieles terminan configurando la del 
clero. Sacerdotes, obispos y los máximos responsables institucionales han sido 

educados desde jóvenes dentro de este marco doctrinal y psicológico. No solo 
enseñan el sistema; han aprendido a pensar desde él. 

Con frecuencia se atribuye la resistencia al cambio exclusivamente al deseo de 

conservar privilegios o posiciones de poder. Sin duda, ese factor existe en una 
jerarquía que ha concentrado históricamente la autoridad y el prestigio. Sin 
embargo, reducir el problema a intereses personales sería simplificar la realidad. 

Muchos miembros del clero están sinceramente convencidos de que preservar la 
estructura actual es un deber religioso. El proceso formativo que fomenta la 



obediencia y la identificación entre doctrina e institución actúa con igual fuerza en 
quienes gobiernan. En consecuencia, quienes deberían impulsar las reformas son, 

en buena medida, producto del sistema que necesita ser reformado. Esta dinámica 

genera una inercia institucional donde incluso personas honestas y comprometidas 
experimentan enormes dificultades para imaginar modelos organizativos distintos, 
al asumir que la estructura existente forma parte de la voluntad divina. 

El núcleo del problema reside en una convicción central: la Iglesia se considera 
depositaria e intérprete auténtica de una revelación definitiva de Dios. Esto 
desencadena dos consecuencias críticas: 

- Dificulta la autocrítica: Cualquier cuestionamiento puede interpretarse no como 

una oportunidad de mejora, sino como una amenaza a la verdad revelada. 
- Transforma la duda en un problema moral: La reflexión crítica o la búsqueda 

honesta corren el riesgo de vivirse como una falta de fe o una desobediencia. 

Para preservar la unidad, la Iglesia ha desarrollado dogmas y fórmulas de fe 

obligatorias. En este contexto, la discrepancia deja de ser una diferencia de opinión 
y se convierte en una ruptura con la enseñanza oficial. 

Junto a la dimensión doctrinal aparece la distancia entre los principios proclamados 
y las prácticas institucionales. Los ejemplos son visibles: 

- Se predica la pobreza evangélica mientras se administra un inmenso 

patrimonio económico.  
- Se exalta la humildad mientras se mantiene una estructura fuertemente 

jerarquizada y centralizada.  
- Se defiende la libertad de conciencia, pero la discrepancia pública puede 

acarrear sanciones o marginación.  
- Se proclama la igualdad ante Dios, aunque los ministerios de mayor autoridad 

se reserven exclusivamente a varones célibes. 

Estas tensiones generan la impresión de que las exigencias morales recaen principal-

mente sobre los fieles, eximiendo del mismo control a quienes ejercen el poder. El 
ejemplo más grave de esta incoherencia ha sido la gestión de los abusos sexuales. 

Investigaciones judiciales e informes gubernamentales han demostrado que, 
durante décadas, numerosos responsables priorizaron la protección de la institución 

sobre la de las víctimas mediante el secreto, el traslado de acusados y la falta de 
colaboración con la justicia civil. Estos fallos estructurales evidencian una cultura 
donde preservar el prestigio organizativo se convirtió en un objetivo prioritario. 

La capacidad de influencia de la Iglesia acompaña a las personas desde el 

nacimiento hasta la muerte. Conceptos como pecado, salvación, cielo o infierno 
configuran la conciencia moral de millones de creyentes. Ante las críticas, la 



respuesta habitual es distinguir entre la perfección de la doctrina y las 
imperfecciones de los hombres. Sin embargo, en la práctica es difícil separarlas: la 

propia institución ha elaborado el canon, la doctrina y la interpretación de los 
textos sagrados. 

Esta educación de la conciencia tiene efectos psicológicos profundos, como 
sentimientos de culpa o dependencia de la autoridad. Por ello, muchos de quienes 

abandonan la práctica religiosa describen un profundo alivio al dejar atrás un 
modelo basado en el temor y la vigilancia permanente. 

El blindaje definitivo de la estructura consiste en el origen divino que atribuye a su 
autoridad. Al presentarse como una institución querida directamente por Dios, 

cuestionar una decisión eclesial equivale a cuestionar al Creador. Este mecanismo afecta 
tanto a quienes obedecen como a quienes mandan: el obispo o sacerdote que teme 
modificar una tradición no siempre busca poder; a menudo teme poner en riesgo la fe. 

Si la Iglesia desea recuperar su credibilidad, las reformas no pueden limitarse a 

respuestas puntuales ante las crisis. Se requiere afrontar cuestiones de fondo: una 
distribución equilibrada del poder, una transparencia efectiva, una gestión 

radicalmente distinta de los abusos y una participación comunitaria amplia en las 
decisiones. 

El núcleo del mensaje de Jesús —centrado en el amor, la justicia y la 

misericordia— no depende de un modelo concreto de organización. Aunque el 
clero asumió históricamente el rol de mediador exclusivo, cada vez más cristianos 

consideran que la relación con Dios no requiere una intermediación institucional 

obligatoria. Esto no implica renunciar a la vida comunitaria, sino transformar la 
naturaleza del liderazgo: pasar de un modelo de subordinación y control a uno 
basado en el servicio, la corresponsabilidad y la rendición de cuentas. 

La pregunta decisiva sigue siendo: ¿hasta qué punto puede transformarse una 
institución cuando quienes tienen el poder de reformarla han sido moldeados por el 
propio sistema? 

Cualquier intento de cambio corre el riesgo de reducirse a ajustes superficiales que 

dejen intactos los mecanismos fundamentales. Aquí cobra sentido la imagen 
evangélica del remiendo nuevo sobre un vestido viejo: el problema no es la calidad 

del remiendo, sino el desgaste del tejido que debe sostenerlo. La verdadera 
renovación exige revisar críticamente los fundamentos culturales, psicológicos y 

organizativos del sistema. Solo distinguiendo con claridad entre la permanencia del 
mensaje evangélico y las formas históricas en que ha sido administrado se podrá 
abrir el camino hacia una transformación verdaderamente profunda. 

 


